CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

80112 – EE33327 
Bogotá, D.C., Mayo 26 de 2012. 
Doctor GUSTAVO ADOLFO CORREA HERRERA
Secretario de Gobierno Municipal
Alcaldía de Mesetas 
Carrera 17 N° 4 – 71 Barrio El Central. 
Mesetas – Meta. 
Asunto: Celebración de un contrato o un convenio interadministrativo – atención de adultos mayores 
Respetado Doctor: 
1. ANTECEDENTE La Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República recibió su solicitud de concepto jurídico con el radicado No. 2012ER40419 del 26 de abril de 2012, en la que se solicita se conceptúe sobre viabilidad de celebrar o bien un contrato de apoyo a la gestión o un convenio interadministrativo que tendría por objeto el apoyo para la atención integral al adulto mayor. 
2. NORMATIVIDAD APLICABLE 
 Carta Política. 

 Ley 80 de 1993. 

 Ley 1150 de 2007. 

 Ley 1474 de 2011. 

 Decreto 0734 de 2012. 

 Sentencia Consejo de Estado. Radicado N° 41719 del 13 de octubre de 2011. 

3. CONSIDERACIONES JURÍDICAS Sea lo primero indicar que no obstante lo consagrado en el artículo 113 de la Carta Política respecto del principio de colaboración armónica entre las ramas y órganos del Estado, esta se realiza teniendo como marco la separación de funciones que corresponde ejecutar a cada uno de éstos. Así las cosas, se entiende que los órganos y ramas del poder público deben colaborar entre sí pero dentro de la órbita de las competencias otorgadas por la Constitución y la Ley, no siendo posible que se inmiscuyan o afecten las orbitas de competencia de otras ramas u órganos del Estado. 

En consecuencia, es competencia de la Contraloría General de la República el ejercicio de la función pública de vigilancia y control fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación; dicho control se ejercerá de forma posterior y selectiva conforme lo establecido en la ley. Por lo tanto la CGR es una entidad de carácter técnico sin funciones administrativas distintas a las inherentes a su propia organización. No obstante lo anterior, este Despacho procederá a indicar aspectos generales respecto de los temas bajo consulta, toda vez que no le es posible a la entidad aconsejar o definir la figura jurídica a seleccionar por parte de la entidad consultante, ya que como lo dispuso la Carta Política, las entidades territoriales gozan de autonomía administrativa y presupuestal y dependerá de la necesidad que se pretende satisfacer, de acuerdo con las normas legales, la modalidad más adecuada para cada objeto contractual en particular. El literal c, del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 92 de la Ley 1474 de 2011 dispuso que podrán celebrarse contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. De igual forma, el artículo 3.4.2.1.1 del Decreto 0734 de 2012, estableció que los contratos interadministrativos solo podrán ser celebrados entre las entidades consagradas en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993 siempre que las obligaciones del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora. En cuanto a la posibilidad de suscribir un contrato de apoyo, debe este Despacho indicar que conforme lo establecido en el artículo 3.4.2.5.1 del Decreto 0734 de 2012, que para la celebración de esta figura jurídica, deberá establecerse la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato y que haya demostrado la idoneidad y experiencia directamente relacionada con el área de que se trate, sin que sea necesario que se hayan obtenido previamente varias ofertas. El Consejo de Estado tuvo oportunidad de referirse a esta tipología contractual en los siguientes términos: 

“En este contexto al abordar el literal h) invocado como infringido y con fundamento en el cual se solicita la medida cautelar de suspensión provisional de los apartados demandados del artículo 1 del decreto 4266 de 2010, encontramos que este debe entenderse como una hipótesis legal de procedencia del mecanismo excepcional de selección de contratistas conocido como “contratación directa” cuya descripción legal es del siguiente tenor: procederá la contratación directa, h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales;…” Una desagregación del contenido de esta norma habilitante del procedimiento administrativo contractual de la “contratación directa” permite visualizar dos claros elementos normativos de carácter imperativo para su procedencia: (i) El primero, nos indica que la norma opera de manera sistemática en relación con los contratos de prestación de servicios, definidos en la ley 80 de 1993 y que requieran las entidades estatales para el cumplimiento de sus cometidos, pero tan solo en dos claros eventos negóciales de esta naturaleza: (i.i) En aquellos que tengan por objeto la prestación de servicios profesionales, y (i.ii) en todos aquellos otros casos en que los requerimientos de la entidad estatal tengan por objeto otras prestaciones de servicios de apoyo a la gestión de la entidad respectiva que deban desarrollarse con personal no profesional; (ii) El segundo, nos determina la procedencia de la causal en relación con un grupo especialísimo de contratos, que la jurisprudencia de la Corporación ha venido subsumiendo dentro del género de los de “prestación de servicios”, pero que por razones didácticas los analizamos de manera separada, y son aquellos que tienen por objeto la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales. (…) 
“Por otra parte, con estos mismos fundamentos se entiende entonces por contratos de “apoyo a la gestión” todos aquellos otros contratos de “prestación de servicios” que, compartiendo la misma conceptualización anterior, el legislador permite que sean celebrados por las entidades estatales pero cuya ejecución no requiere, en manera alguna, de acuerdo con las necesidades de la administración, de la presencia de personas profesionales o con conocimientos especializados. Se trata entonces de los demás contratos de prestación de servicios, caracterizados por no ser profesionales o especializados, permitidos por el artículo 32 No 3 de la Ley 80 de 1993, esto es, que involucren cualesquiera otras actividades también identificables e intangibles que evidentemente sean requeridas por la entidad estatal y que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad de apoyo, acompañamiento o soporte y de carácter, entre otros, técnico, operacional, logístico, etc., según el caso, que tienda a satisfacer necesidades de las entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa o funcionamiento de la correspondiente entidad, pero sin que sea necesario o esencial los conocimientos profesionales o especializados para su ejecución, los cuales, como se ha advertido, se reservan exclusivamente para el “contrato de prestación de servicios profesionales”, y no para éstos de simple “apoyo a la gestión”. De esta forma el concepto de “apoyo a la gestión” no entraña en manera alguna cualquier tipo de apoyo a la actividad de las entidades estatales, pues sólo puede entenderse como tal, de conformidad con la sistemática expuesta, aquella que de manera restrictiva tiene relación con la administración o el funcionamiento de la entidad estatal correspondiente, conforme a las prédicas y exigencias del artículo 32 No 3 de la Ley 80 de 1993.”2 
Deberá siempre, tenerse en cuenta los fines de la contratación estatal con la celebración de los mismos y su ejecución la cuál busca, que las entidades cumplan con los fines esenciales del estado y la continua y eficiente prestación de los servicios públicos. 

Queremos señalar en todo caso que un contrato de apoyo a la gestión encaminado a la atención del adulto mayor, puede no ser la figura idónea para la consecución de los fines propuestos y señalados en la consulta, toda vez que demanda el empleo de esta tipología contractual la posesión de una serie de calidades que eventualmente podrían predicarse de una pluralidad de oferentes en capacidad de ofrecerlos, lo que podría hacer aconsejable el empleo de mecanismos de selección abiertos. No obstante, es del resorte de la entidad territorial determinar si dicha figura resulta idónea para la satisfacción de las necesidades planteadas en la consulta respectiva. 
4. CONCLUSIÓN 
Pueden celebrar contratos interadministrativos las entidades previstas en el art. 2º de la Ley 80/93, siempre que las obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o sus reglamentos. Deberá estarse a los procedimientos establecidos en el Estatuto General de Contratación y el Decreto 0734 de2012, cualquiera sea la modalidad de contratación por la que opte para el caso específico. Se hace procedente señalar que, en virtud de ser la Oficina Jurídica una dependencia asesora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 del Decreto Ley 267 de 2000, los conceptos tienen el carácter que les atribuye el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, es decir, carecen de fuerza vinculante. 

Por último, le informamos que Usted puede conocer y consultar los conceptos que, con relación a este y otros temas, ha proferido la Oficina Jurídica, visitando el enlace normatividad - conceptos de nuestro portal institucional: http://www.contraloriagen.gov.co. 
Cordialmente, 
RAFAEL ENRIQUE ROMERO CRUZ 
Director Oficina Jurídica. 
Proyectó. Juan Camilo González Cuenca. Abogado 
Revisó: Juan Carlos Luna Rosero. Coordinador de Gestión 
Radicado: 2012ER40419
